
DERECHOS DE LOS USUARIOS FINANCIEROS

 Que se  les  proporcione información  documental,  física  o  electrónica,  sobre  los  términos  y
condiciones del servicio o producto financiero que pretende adquirir, antes, durante y después
de  la  celebración  de  un  contrato  o  de  cualquier  otro  documento  donde  se  formalice  la
prestación  de  un  servicio  o  producto.  Esta  información  debe  ser  veraz,  íntegra,  confiable,
periódica, oportuna y de fácil comprensión, de manera que les permita conocer sus derechos y
deberes,  a  fin  de  tomar  decisiones  eficientes  en  función  a  sus  necesidades  particulares.
Asimismo,  tienen  derecho  a  ser  asesorados  sobre  las  consecuencias  que  se  deriven  del
incumplimiento  total  o  parcial  de  lo  pactado,  ya  sea  por  motivos  imputables  al  usuario
financiero o a la Institución Supervisada, y de las acciones legales que las partes tienen para
hacer valer sus derechos.

 Recibir un trato diligente y respetuoso por parte de las Instituciones Supervisadas desde el
momento en que solicitan información y durante la prestación de los productos o servicios
requeridos.

 Ser  atendidos  con prontitud,  independientemente del  tipo  de transacción u  operación que
deban realizar. A este efecto, las Instituciones Supervisadas extremarán esfuerzos y recursos
para optimizar los tiempos de atención, tanto en servicio al cliente como en ventanillas o cajas.

 Que las Instituciones Supervisadas cuenten con los medios y procedimientos necesarios para
proporcionar  y  difundir  información sobre los  productos  y  servicios  ofrecidos al  público  en
general, a través de personal debidamente capacitado.

 Que la publicidad difundida por las Instituciones Supervisadas sea clara, veraz y precisa; que
contemple las condiciones del producto o servicio publicitado, incluyendo, pero no limitado, a
las especificaciones relativas a su alcance y sus costos; y que la misma no induzca a engaño,
error o confusión a los usuarios.

 Que las condiciones generales incluidas en la publicidad de productos y servicios ofrecidos por
las Instituciones Supervisadas, así como en la documentación informativa, sean acordes con las
condiciones que se pactan en los respectivos contratos.

 Recibir  de  las  Instituciones  Supervisadas  los  documentos  que  acreditan  la  celebración  y
contenido íntegro de los contratos suscritos, acompañados del plan de pagos respectivo, o de
cualquier  otro  documento  donde se  formalice  la  prestación de un  servicio  o  producto,  en
cualquier momento de su vigencia y en forma gratuita. De igual forma, tienen derecho a ser
informados sobre las modificaciones que ocurran en las condiciones contractuales pactadas y
que  se  les  proporcione  copia  de  los  documentos  que  acrediten  dichas  modificaciones.  La
entrega  de  la  información  referida  en  este  numeral  podrá  realizarse  de  forma  impresa  o
electrónica, según lo indique el usuario financiero.

 Obtener  oportunamente  de  las  Instituciones  Supervisadas  el  recibo  impreso  o  electrónico
correspondiente al pago del servicio o producto pactado, debiendo detallar en el mismo los
conceptos a que se hayan aplicado los pagos.

 Recibir de las Instituciones Supervisadas información sobre la forma de cálculo de la tasa de
interés  nominal  y  efectiva,  comisiones  u  otros  conceptos  de  cualquier  servicio  o  producto
pactado, así como el costo anual total (CAT) del crédito.



 Tener acceso a información clara y de fácil identificación sobre las tasas de interés, comisiones u
otros conceptos de la totalidad de los servicios o productos financieros ofrecidos por medio de
la página web de las Instituciones Supervisadas y de forma comparativa en la página web de la
CNBS, que facilite a los usuarios financieros la toma de decisiones.

 Contratar servicios y productos con plena libertad, sin presión de ninguna naturaleza por parte
de las Instituciones Supervisadas.

 Recibir  explicación  y  justificación  de  las  Instituciones  Supervisadas  sobre  la  negativa  en  la
prestación de servicios o productos solicitados. Dicha justificación no podrá fundamentarse en
un tratamiento discriminatorio  a  los  usuarios  financieros,  entendiéndose como tal  aquellas
justificaciones relacionadas con el sexo, edad, raza, preferencias políticas, religiosas o sexuales
entre  otros,  a  excepción  de  aquellos  casos  en  que  la  negativa  esté  fundamentada  en  el
cumplimiento de requisitos dispuestos en el marco legal que le fuera aplicable. Lo anterior, sin
perjuicio del derecho que se reservan las Instituciones Supervisadas de no atender a un usuario
financiero  por  razones  de  su  moral  crediticia,  pertenecer  a  un  sector  de  mercado  que  la
institución no está financiando o por no cumplir en su totalidad los requerimientos establecidos
en las políticas de crédito o de captaciones que poseen las Instituciones Supervisadas. 

 Que las cláusulas contenidas en los contratos de adhesión respeten la reciprocidad contractual,
conforme a los derechos de los usuarios financieros.

 Que las  Instituciones  Supervisadas  elaboren  los  contratos  de  adhesión  conforme  al  marco
regulatorio  correspondiente,  debiendo  abstenerse  de  incurrir  en  conductas  que  conlleven
abusos contractuales que puedan afectar el equilibrio del contrato.

 Que se le permita disponer del dinero depositado, por lo que ninguna Institución Supervisada
negará el acceso a los recursos depositados por el usuario financiero, a excepción de aquellos
depósitos que se encuentren pignorados debido a operaciones crediticias con la Institución
Supervisada.


